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Resumen 

Este artículo analiza la violencia de género en documentos legislativos seleccionados de 
España e Italia, centrándose en el léxico emergente y en los encuadres discursivos. Mediante un 
enfoque híbrido –cuali-cuantitativo– de análisis del discurso, se examinan frecuencias léxicas 
clave que contribuyen a vehicular encuadres textuales, enunciativos e interactivos. La 
comparación interlingüística revela similitudes y diferencias en los marcos legislativos desde una 
perspectiva sincrónica y diacrónica. 

Palabras clave: violencia de género, textos legislativos, encuadres discursivos, enfoque híbrido 
cuali-cuantitativo, España e Italia. 

Abstract 
This article analyses gender-based violence in selected legislative documents from Spain 

and Italy, focusing on emerging lexicon and discursive frames. Using a hybrid qualitative-
quantitative approach to discourse analysis, key lexical frequencies that contribute to conveying 
textual, enunciative and interactive frames are examined. The interlinguistic comparison reveals 
similarities and differences in the legislative frameworks from a synchronic and diachronic 
perspective. 

Keywords: Gender-Based Violence, Legislative Texts, Discursive Framings, Hybrid Qualitative-
Quantitative Approach, Spain and Italy. 

1. INTRODUCCIÓN: LA VIOLENCIA DE GÉNERO EN ESPAÑA E ITALIA 

El concepto de ‘violencia de género’ es relativamente reciente, así como el 
reconocimiento del maltrato a las mujeres como forma específica de violencia. En 
efecto, es solo a partir de los años noventa cuando comienza a consolidarse el uso del 
término gracias a iniciativas tales como la Conferencia Mundial de los Derechos 

 
1 El presente trabajo es el resultado de una investigación realizada en el marco del proyecto PRIN 2022 
“Lengua, género y ciudadanía en las sociedades democráticas. DiLeGIS - Observatorio sobre el discurso 
legislativo y de género en Italia y España” (Prot. 2022E5TBEM), financiado por el Ministerio italiano 
dell’Università e della Ricerca (MUR). 
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Humanos de Viena (1993), la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación 
de la violencia contra la mujer (1993), la Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (1994) y la Conferencia Mundial de 
Mujeres de Beijing (1995). 

En los últimos años, la violencia de género ha adquirido una relevancia creciente 
en los debates públicos, tanto en Italia como en España.En Italia, sobre todo a partir de 
2023, se ha intensificado la atención mediática en torno a casos de feminicidio que han 
sacudido profundamente la opinión pública, como los de Giulia Tramontano, Giulia 
Cecchettin y, más recientemente, de Ilaria Sula y Martina Carbonaro. Estos eventos han 
desencadenado un debate social amplio y profundo sobre las raíces culturales de la 
violencia machista, algo que ha influido en la conscientización, los comportamientos y 
las normas jurídicas/judiciales. Términos como ‘patriarcado’, ‘posesión’ y ‘machismo’ 
han pasado a ocupar un lugar central en el discurso público, evidenciando una toma de 
conciencia colectiva sobre las estructuras de poder que perpetúan la discriminación y la 
violencia machista contra las mujeres. Un indicio significativo del impacto social y 
lingüístico de este fenómeno es que la palabra ‘feminicidio’ fue elegida como término 
del año 2023 por la Enciclopedia Treccani.  

Del mismo modo, puntos de inflexión en el discurso mediático español fueron 
los dos casos de violación durante los Sanfermines en Pamplona (Navarra), el primero 
en 2008 y el segundo en 2016. El tratamiento mediático de este último –una violación 
grupal perpetrada por cinco hombres– conocido como ‘La Manada’, suscitó críticas 
generalizadas por la sistemática deslegitimación del testimonio de la víctima 
(Pontrandolfo, 2022), lo que dio lugar a una movilización masiva bajo los lemas “¡No 
es abuso, es violación!”, “Hermana, yo sí te creo” y “Solo sí es sí”. Aunque el caso fue 
posteriormente revisado y sentenciado por el Tribunal Supremo como delito de agresión 
sexual, las sentencias previas de la Audiencia Provincial (en 2017) y del Tribunal 
Superior de Justicia de Navarra (en 2018) lo tipificaron inicialmente como abuso sexual. 
Como consecuencia de estos hechos, el partido Podemos empezó a trabajar en la 
elaboración de una ley que endureciera las penas por estos delitos y que eliminara la 
diferenciación jurídica entre abuso y agresión sexual, de forma que se tipificara como 
agresión todo acto sexual sin consentimiento expreso, algo que confluyó en la Ley 
Orgánica 10/2022, conocida como de ‘solo sí es sí’.  

La violencia de género, por lo tanto, no constituye un fenómeno aislado. Es parte 
de una problemática general enraizada en estructuras sociales, cognitivas y 
performativas consolidadas que sigue pese a los instrumentos normativos y a las 
medidas adoptadas por las instituciones gubernamentales a lo largo del tiempo. 
Organismos internacionales como las Naciones Unidas o el Consejo de Europa han 
subrayado el carácter sistémico de la violencia machista contra las mujeres, evidenciando 
que no se trata de un problema privado o individual, sino de una grave violación de los 
derechos humanos que socava los principios de igualdad, libertad y democracia. En este 
sentido, el Convenio de Estambul (2011) y la CEDAW –Convention on the Elimination of 
All Forms of Discrimination against Women– (1979) marcan un antes y un después en la 
orientación de las políticas públicas hacia un enfoque integral que prevenga y erradique 
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la violencia de género. El Convenio de Estambul, especialmente, lucha en contra de la 
violencia de género y violencia doméstica y crea una nueva ‘representación’ de los 
derechos de las mujeres. Estos, en lugar de declinarse en términos generales, referidos 
a toda la humanidad, se reconocen por primera vez como propios del género femenino 
en su especificidad y diferencia; de este modo, la subjetividad de la mujer hace su ingreso 
en el ámbito jurídico (Di Nicola Travaglini y Menditto, 2020). 

No obstante, la adopción y aplicación práctica de estas normas internacionales 
varía considerablemente entre los países y, en el caso que nos ocupa, España e Italia 
especialmente. España parece redactar leyes con amplias miras y diversos alcances, 
utilizando un léxico valorativo y un lenguaje performativo dirigidos a la colectividad, 
mientras que Italia optaría por reformas jurídico-penales más puntuales, de reacción 
inmediata y contención del delito, construyendo, por lo tanto, un discurso punitivo 
dirigido a los culpables, pero con menos fuerza ilocutiva y perlocutiva sobre los 
comportamientos sociales. 

2. OBJETIVOS DEL TRABAJO, DESCRIPCIÓN Y FUNDAMENTACIÓN DEL CORPUS 

A partir de las premisas descritas arriba, el objetivo de este estudio es analizar la 
evolución de las disposiciones normativas relativas a la violencia de género en Italia y 
España, subrayando tanto las similitudes como las particularidades pragmático-
discursivas presentes en ambos contextos. 

Esta investigación se inscribe en la línea de estudios recientes que abordan la 
argumentación (Carrizo, 2021) y las relaciones de interpersonalidad en el discurso 
jurídico (Carpi, 2011; Breeze, Gotti y Sancho-Guinda, 2014; Orts Llopis, 2019), y se 
fundamenta en la premisa de que las leyes no constituyen discursos neutrales ni 
imparciales. Al estar conformadas como procesos comunicativos, las normas jurídicas 
se originan desde posicionamientos ideológicos específicos, construyen escenarios 
discursivos y representan a los actores implicados desde perspectivas subjetivas, 
generando empatía e incluso expresando emociones (West, 2016; Orts Llopis, 2019). 

Partiendo de estos asuntos iniciales, el presente trabajo se enfoca en un análisis 
comparativo –de carácter híbrido (Alcántara-Plá, 2020), tanto cuantitativo como 
cualitativo– de cuatro leyes sobre violencia de género promulgadas en España e Italia. 
En particular, se estudian las dos primeras normativas aprobadas en cada país sobre esta 
materia, así como las dos más recientes, con el fin de observar, por un lado, la selección 
y evolución léxica y, por otro, las estructuras y estrategias con las que se construye el 
discurso legislativo en torno al fenómeno objeto de análisis. 

Los textos seleccionados para el análisis son, en el caso de España, la Ley Orgánica 
1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (en adelante, 
LO/04) y la Ley Orgánica 10/2022 de garantía integral de la libertad sexual (en adelante, 
LO/22); y en el caso de Italia, la Ley 66/1996 Norme contro la violenza sessuale (en 
adelante, L/96) y la Ley 69/2019 Modifiche al codice penale, al codice di procedura 
penale e altre disposizioni in materia di tutela delle vittime di violenza domestica e di 
genere (en adelante, L/19). 
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En España, la LO/04, promovida por el entonces recién constituido gobierno de 
José Luis Rodríguez Zapatero, representó un punto de inflexión al surgir en un contexto 
de elevada conciencia social respecto a la violencia contra las mujeres y al constituir una 
de las primeras leyes de carácter integral sobre el tema en Europa. Su aprobación fue 
precedida por años de activismo feminista y por la creciente visibilización de datos 
alarmantes sobre asesinatos de mujeres a manos de sus parejas. El preámbulo de la ley 
reconoce expresamente el papel de las organizaciones de mujeres en la visibilización del 
problema –“ya no es un delito invisible”– e incorpora referencias a hitos internacionales 
de la década de los noventa (v. par. 1), enmarcando así la norma dentro de un clima 
global de transformación social. La formulación de esta herramienta legislativa, como 
se evidenciará en el análisis, es de carácter holístico y abarca el conjunto del entramado 
social, desde los fundamentos culturales y educativos hasta su proyección en la vida 
pública. Este enfoque resulta especialmente relevante y, desde un punto de vista 
lingüístico, constituye uno de los rasgos que distinguen esta ley de su homóloga italiana. 

Más recientemente, la LO/22, fuertemente asociada al mediático caso de ‘La 
Manada’, se inscribe en la ola contemporánea del movimiento #MeToo, en un contexto 
social marcado por la demanda de reformas en la legislación sexual, particularmente 
orientadas a eliminar la distinción entre abuso y violación. 

En Italia, la perspectiva y el alcance de las leyes relativas a la violencia de género 
presentan características diferenciadas. El desarrollo normativo ha estado 
profundamente influido por hitos históricos alcanzados tras décadas de movilización 
feminista, entre los que destacan la reforma del derecho de familia en 1975 y la 
derogación del delito de honor en 1981. La L/96 constituyó un hito cultural, al situar a 
Italia en un proceso de adecuación a estándares ya consolidados en otros países 
europeos; por ejemplo, en España, la violación era considerada un delito contra la 
libertad sexual desde la reforma del Código Penal de 1989. 

Posteriormente, en 2019, bajo el primer gobierno de Giuseppe Conte (coalición 
Movimento 5 Stelle-Lega), se impulsó el denominado ‘Codice Rosso’ en respuesta a una 
creciente demanda social de medidas firmes frente a una serie de feminicidios que 
revelaron deficiencias en los mecanismos de protección –como el incumplimiento de 
órdenes de alejamiento, entre otros casos–. En el plano internacional, Italia había 
ratificado en 2013 el Convenio de Estambul y buscaba alinearse con sus directrices. La 
L/19, si bien está centrada en el ámbito penal, puede interpretarse como parte de este 
compromiso internacional. No obstante, su tono y formulación distan de incorporar 
una narrativa de género explícita en relación con la prevención o la educación. Refleja, 
más bien, la ideología y orientación política de algunos de sus principales promotores: 
los sectores conservadores y el partido Lega, proclives a estrategias de ‘ley y orden’, en 
consonancia con una retórica centrada en la ‘seguridad ciudadana’, un lema recurrente 
en el contexto en el que esta normativa fue aprobada. En este sentido, la L/19 se inscribe 
en narrativas punitivas y de eficiencia administrativa, diferenciándose claramente del 
enfoque más preventivo y educativo que priorizarían otras fuerzas políticas del 
ejecutivo. 
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Cabe señalar que, entre 1996 y 2019, se llevaron a cabo diversos intentos de 
reforma del marco legislativo italiano en materia de derechos y libertades sexuales. Entre 
ellos destaca la propuesta de Ley Zan, aprobada por la Cámara de Diputados en 
noviembre de 2020 y posteriormente rechazada en el Senado, la cual proponía equiparar 
los delitos motivados por homofobia con los cometidos por racismo o por odio 
religioso, sancionando con penas de hasta cuatro años de prisión la discriminación por 
“sexo, género, orientación sexual, identidad de género y discapacidad”. 

Más recientemente, el 7 de marzo de 2025, el Consejo de Ministros italiano ha 
aprobado un proyecto de ley que prevé la tipificación del feminicidio como delito 
autónomo, castigado con cadena perpetua, y que contempla el endurecimiento de las 
penas y la introducción de agravantes para delitos como el maltrato personal, el acoso, 
la violencia sexual y la porno venganza. 

El análisis de este corpus legislativo se articula en dos fases metodológicas. La 
primera consiste en una exploración automatizada de los textos mediante herramientas 
diseñadas para la extracción de datos cuantitativos con el objetivo de obtener una 
tipificación léxica de las leyes y una lista de términos que reflejen la frecuencia y la 
incidencia tanto del léxico jurídico como del vocabulario que configura el marco 
conceptual de la violencia de género. Esta fase tiene como finalidad proporcionar 
indicios que orienten la reconstrucción del fenómeno y permitan identificar las 
perspectivas discursivas en torno a la violencia de género de ambas culturas jurídicas. 

La segunda fase del estudio, partiendo de los datos léxicos obtenidos, adopta una 
metodología cualitativa, característica de los estudios del discurso, orientada a identificar 
las estrategias de encuadre presentes en los niveles textual, enunciativo e interactivo 
(Gallardo-Paúls, 2014), con el fin de observar comparativamente cómo se configura 
discursivamente la violencia de género en los marcos normativos español e italiano. 

3. MARCO TEÓRICO 

El presente análisis se inscribe en el marco teórico y metodológico desarrollado 
por el proyecto DiLeGIS (Luque et al., 2022–2025) y se fundamenta en trabajos previos 
que abordan la relación entre lengua y género en el discurso público, político e 
institucional, desde una perspectiva comparada entre el español y el italiano (Mariottini 
y Palmerini, 2022, 2023). La investigación se inserta también en una línea de estudios 
contemporáneos tanto en España como en Italia sobre la temática de lengua y género 
desde un enfoque lingüístico-discursivo, entre los que destacan los proyectos 
DISMUPREN (coord. Guerrero Salazar), METAPRES-COLING (coord. Marimón 
Llorca), Mujer, discurso y parlamento (coord. Fuentes Rodríguez) y Lingua italiana e 
identità di genere (coord. Giusti). 

El fenómeno de la violencia de género no puede analizarse al margen de su 
dimensión lingüística, dado que el lenguaje jurídico no solo describe la realidad, sino que 
también la configura. Desde esta perspectiva, la presente investigación se enmarca en la 
más amplia teoría jurídica feminista, que problematiza la supuesta neutralidad del 
derecho y analiza cómo las normas e instituciones reproducen, muchas veces de forma 
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implícita, estructuras de poder y desigualdad de género. El lenguaje jurídico, como 
instrumento social, incide en la construcción de la identidad y en las dinámicas de 
inclusión y exclusión. En efecto, el derecho no se limita a reflejar la realidad: la modela 
y transforma, determinando los marcos de reconocimiento, legitimación y visibilidad de 
los sujetos en relación con el género. De ahí que el marco teórico específico de este 
estudio se fundamente en el enfoque construccionista del lenguaje, según el cual la 
lengua constituye una práctica social con la que los individuos construyen el mundo, los 
significados y las identidades. 

El construccionismo lingüístico tiene sus raíces en las reflexiones de von 
Humboldt (1836), quien postuló que el lenguaje desempeña un papel determinante en 
la configuración del pensamiento, ya que las personas interpretan la realidad a través de 
las estructuras lingüísticas que internalizan. Como plantea Cardona (2009: 26), la lengua 
es una construcción política, producto de las relaciones sociales: una convención 
indispensable para la comunicación, un límite para la comunidad lingüística y, al mismo 
tiempo, una forma de seguridad. Así, “la delimitación de fronteras culturales nunca se 
produce de una vez y para siempre, sino que resulta de una continua focalización de 
nuestro entorno” (Cardona, 2009: 26, trad. propia). En consecuencia, modificar nuestro 
entorno implica necesariamente una redefinición de las fronteras lingüísticas. 

Desde la antropología del lenguaje, la hipótesis de Sapir-Whorf también ha 
subrayado el papel central del idioma en la configuración de la percepción, el 
pensamiento y la conducta de quienes lo utilizan. Según esta línea de pensamiento, la 
lengua no solo expresa la realidad, sino que también la condiciona. Lepschy (1989: 61, 
trad. propia) resume esta idea afirmando que “somos hablados por nuestra lengua, más 
que hablarla nosotros”. En este marco, los enunciados no solo constituyen actos 
comunicativos, sino también acciones con efectos concretos. 

En la tradición de la filosofía del lenguaje, autores como Wittgenstein (1921), 
Austin (1962) y Searle (1969) han insistido en la dimensión performativa del lenguaje, al 
conferir a los enunciados una fuerza ilocutiva y perlocutiva. En esta línea, Bianchi (2021) 
subraya la responsabilidad del hablante –y especialmente de quien ocupa posiciones de 
autoridad o actúa en contextos institucionales–, dado que lo que se dice incide 
directamente en los límites de lo socialmente aceptable y, por tanto, en lo que puede o 
no puede hacerse. 

Desde una perspectiva estructuralista, Halliday (1985) y De Mauro (1963, 1978, 
2002) han destacado el papel del lenguaje como constructo social que da forma a los 
significados en función del contexto. En palabras del propio De Mauro (2006: X, trad. 
propia): 

el lenguaje no vive solo de palabras. En la medida en que vive de palabras, también vive de la 
selección previa de las cosas que se quiere decir con ellas, de la elección de receptores capaces de 
comprenderlas, de las relaciones que los emisores pretenden establecer con ellos y que ellos 
establecen con lo que se dice y con quienes lo dicen. 

Esta concepción del lenguaje, a la que De Mauro denomina “peso cosal”, 
reconoce la dimensión material y performativa de las palabras en el mundo social. 
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Dicha perspectiva se articula con la pragmática y el análisis del discurso, disciplinas 
que sitúan el lenguaje en relación con el contexto y con las estructuras de poder 
implicadas en su producción e interpretación. En el caso concreto de los textos 
legislativos, este marco teórico permite analizar cómo las elecciones lingüísticas no solo 
reflejan, sino que también consolidan o transforman ideologías de género. Adoptar un 
enfoque discursivo y construccionista implica asumir críticamente que los textos 
normativos no son neutros: configuran la realidad que describen y, lejos de ser 
puramente técnicos u objetivos, sus términos están cargados de ideología. Como señala 
Santiago Guervós (2012), la redacción legislativa es un proceso atravesado por 
negociaciones políticas, lo que conlleva una inevitable ambigüedad, resultado de la 
necesidad de alcanzar consensos, elemento prioritario respecto a la precisión lingüística. 
En consonancia con esta visión, Gotti (2008) advierte que la ambigüedad semántica 
presente en los textos jurídicos responde a la exigencia de garantizar su aplicabilidad en 
contextos diversos, lo que deja márgenes interpretativos condicionados por factores 
ideológicos. 

Desde un enfoque léxico-terminológico, Cabré (2009) afirma que el valor 
especializado de los términos no es inmutable, sino que varía según el contexto 
discursivo. La selección de términos considerados inclusivos, por tanto, implica una 
carga ideológica que puede ser interpretada de formas distintas según el marco 
discursivo en el que se inserten (van Dijk, 2003). En este sentido, el lenguaje jurídico se 
configura como un espacio de poder simbólico, representación y construcción de 
identidades (Cavagnoli, 2013; Cavagnoli y Dragotto, 2021). 

Finalmente, en el ámbito de la teoría de la argumentación, Charaudeau (1997) 
sostiene que los significados en el espacio público no preexisten al discurso, sino que se 
construyen en el proceso mismo de enunciación. Los textos normativos, en particular, 
vehiculan mensajes tanto explícitos como implícitos. Estos últimos, situados en el 
umbral de lo no dicho, deben identificarse en aquellas formas de expresión que 
contienen valoraciones latentes (Sbisà, 2007). Así, el legislador, al redactar una norma, 
realiza no solo actos performativos (Robertazzi, 2018), sino también acciones de 
carácter cognitivo y formativo, contribuyendo activamente a la configuración de las 
representaciones sociales y jurídicas del género. 

4. ANÁLISIS 

4.1. El encuadre textual: macroestructura del texto y funciones discursivas 

Las leyes españolas –LO/04 y LO/22– e italianas –L/96 y L/19– que conforman 
el corpus de este análisis se sintetizan, desde el punto de vista estructural y de extensión 
textual, en las tablas 1 y 2 respectivamente, a partir de los datos extraídos mediante la 
herramienta SketchEngine. 
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LO/04 
 

 
Ratio  

LO/22  
Ratio 

Tokens 27.578 T/T: 
11,6% 
 
T/L: 1,49 
 
W/S: 24,6 

Tokens 43.683 T/T: 
9,2% 
 
T/L: 1,56 
 
W/S: 26,5 

Words 22.528 Words 37.802 

Types 3.178 Types 4.012 

Lemmas 2.140 Lemmas 2.570 

Sentences 917 Sentences 1.422 

Tabla 1. Subcorpus español 

 

L/96 
 

 
Ratio  

L/19  
Ratio 

Tokens 2.341 T/T: 
24,9% 
 
T/L: 1,25 
 
W/S: 25,6 

Tokens 4.924 T/T: 
17,5% 
 
T/L: 1,20 
 
W/S: 31,7 

Words 1.790 Words 3.572 

Types 582 Types 861 

Lemmas 467 Lemmas 720 

Sentences 70 Sentences 113 

Tabla 2. Subcorpus italiano 

El subcorpus español presenta un total de 27.578 y 43.683 tokens, 
correspondientes a 22.528 y 37.802 palabras alfabéticas, y a 3.178 y 4.012 formas 
distintas (o types), respectivamente. Estas ocurrencias léxicas derivan, a su vez, de 2.140 
y 2.570 lemas, estructurados en 917 y 1.422 oraciones. 

Por su parte, según se recoge en la tabla 2, el subcorpus italiano es 
considerablemente más breve, con 2.341 y 4.924 tokens, 582 y 861 types, procedentes 
de 467 y 720 lemas. 

Desde una perspectiva diacrónica, se aprecia un aumento significativo de la 
extensión textual –tanto en número de tokens como de palabras gráficas– en las leyes 
más recientes de ambos países. En concreto, la LO/22 es un 37% más extensa que la 
LO/04, mientras que la L/19 supera en un 53% la longitud de la L/96. Sin embargo, 
esta tendencia expansiva resulta menos marcada si se considera el número de lemas: la 
LO/22 presenta un incremento del 17% respecto a la LO/04, y la L/19, un 36% en 
relación con la L/96. 

Para caracterizar el encuadre textual de los documentos analizados, se emplearon 
tres parámetros cuantitativos fundamentales: la diversidad léxica (T/T), la redundancia 
léxica (T/L) y la complejidad sintáctica (W/S). Estos indicadores permiten identificar 
patrones estilísticos e intenciones discursivas. Un valor elevado de T/T indica una 
mayor variedad léxica, asociada a un estilo informativo o argumentativo; un valor bajo, 
en cambio, sugiere reiteración, típica de estrategias persuasivas o emocionales. El índice 
T/L mide la redundancia léxica: cifras altas reflejan repetición como recurso retórico, 
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mientras que cifras bajas denotan precisión y economía léxica. Por último, el promedio 
de palabras por oración (W/S) proporciona información sobre la complejidad sintáctica: 
oraciones más largas se vinculan a discursos más elaborados y explicativos, mientras que 
oraciones más breves suelen corresponder a registros más accesibles. 

El análisis contrastivo entre los textos LO/04 y LO/22 revela que LO/04 
presenta una mayor diversidad léxica (T/T: 11,6 % frente a 9,2 %), así como un 
equilibrio más estable entre formas y lemas. En cambio, LO/22 es considerablemente 
más extenso (43.683 frente a 27.578 tokens), con oraciones más largas (W/S: 26,5 frente 
a 24,6) y un grado levemente superior de redundancia léxica (T/L: 1,56). 

En el caso de los textos L/96 y L/19, se observa que L/96, aunque de menor 
extensión (2.341 tokens), presenta una riqueza léxica significativamente más alta (T/T: 
24,9 %), acompañada de baja redundancia (T/L: 1,25). L/19, por el contrario, duplica 
su longitud (4.924 tokens), con oraciones considerablemente más largas (W/S: 31,7). 

En conjunto, se delinean cuatro tipos de encuadre textual: LO/04 se configura 
como un texto de corte informativo-argumentativo, con variedad y accesibilidad; 
LO/22 responde a un modelo retórico-explicativo, más extenso y reiterativo; L/96 se 
enmarca en un registro técnico-crítico, léxicamente denso; mientras que L/19 presenta 
un perfil marcadamente especializado, con alta complejidad sintáctica y menor variedad 
léxica. El gáfico 1 es un mapa visual de los encuadres textuales dominantes. Cada punto 
del gráfico representa un texto (LO/04, LO/22, L/96, L/19), cuya posición relativa 
refleja diferencias globales en términos de riqueza léxica (PC2), complejidad discursiva, 
redundancia y extensión (PC1). La distancia entre los puntos permite identificar 
agrupamientos o desvinculaciones discursivas significativas. 
 

 

Gráfico 1 – Mapa de encuadre textual de LO/04, LO/22, L/96, L/19 

4.2. Encuadre enunciativo: léxico y conceptualización 

Una vez analizada cuantitativamente la estructura general y el encuadre textual de 
las leyes seleccionadas, se procedió a la elaboración de listas de frecuencia (función 
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wordlist) con el propósito de construir un mapa léxico representativo de cada texto 
normativo, que sirviera como base para el análisis del encuadre conceptual (González 
Gómez, 2021; Mariottini, 2022). Para ello, se excluyeron las denominadas ‘non-words’ 
(símbolos gráficos) y ‘stop-words’, es decir, aquellas unidades con función gramatical 
pero carentes de contenido léxico relevante. 

Los resultados de este análisis se presentan en las Tablas 3, 4, 5 y 6 para ambos 
subcorpus. Dado el volumen de datos obtenidos y las limitaciones de espacio del 
presente trabajo, se ha optado por incluir únicamente las 50 entradas más frecuentes de 
cada ley. Se recogen tanto las frecuencias absolutas como las relativas, estas últimas 
expresadas en porcentaje sobre el total de entradas de cada documento normativo, con 
el fin de permitir una comparación proporcional que tenga en cuenta la disparidad de 
extensión entre los subcorpus español e italiano. 

Siguiendo la línea metodológica propuesta por Orts Llopis (2019) en su estudio 
comparativo sobre la legislación española e inglesa en materia de violencia de género, se 
ha resaltado en cursiva aquellas lexías que pertenecen al campo conceptual que la ley 
busca representar –lo que la autora denomina ‘aboutness’– y se han marcado en negrita 
las entradas relacionadas con el ámbito judicial. Estas unidades léxicas conforman el 
escenario conceptual y participan activamente en la construcción del encuadre 
enunciativo (Gallardo-Paúls, 2014). Por su parte, las entradas vinculadas a la estructura 
formal del documento legislativo –y que contribuyen a configurar el encuadre textual– 
se han representado en versalita. 
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Entrada Frecuencia 
absoluta (F) 

Frecuencia 
relativa (f) 

1. violencia 258 12,05% 

2. ley 225 10,51% 

3. mujer 209 9,76% 

4. género 116 5,42% 

5. víctima 104 4,85% 

6. derecho 100 4,67% 

7. APARTADO 83 3,87% 

8. medida 78 3,64% 

9. magistrado 72 3,36% 

10. protección 60 2,94% 

11. trabajo 57 2,94% 

12. disposición 54 2,89% 

13. juez 53 2,80% 

14. juzgados 48 2,66% 

15. igualdad 48 2,52% 

16. delito 48 2,47% 

17. servicio 42 2,24% 

18. ámbito 42 2,24% 

19. poder 41 2,24% 

20. persona 40 1,96% 

21. competencia 39 1,96% 

22. instrucción 38 1,91% 

23. seguridad 38 1,86% 

24. hombre 38 1,82% 

25. CONTENIDO 36 1,77% 

26. materia 36 1,77% 

27. asistencia 35 1,77% 

28. relación 32 1,68% 

29. pena 32 1,68% 

30. resolución 31 1,63% 

31. libertad 30 1,63% 

32. estado 30 1,49% 

33. situación 30 1,49% 

34. orden 29 1,49% 

35. educación 29 1,49% 

36. TÍTULO 28 1,44% 

37. formación 28 1,44% 

38. proceso 28 1,40% 

39. suspensión 26 1,40% 

40. gobierno 26 1,40% 

41. código 26 1,35% 

42. procedimiento 26 1,35% 

43. función 25 1,30% 

44. consejo 25 1,30% 

45. CAPÍTULO 24 1,30% 

46. ministerio 24 1,30% 

47. PÁRRAFO 24 1,30% 

48. aplicación 23 1,26% 

49. término 23 1,21% 

50. sistema 23 1,21% 

Tabla 3 – primeras 50 entradas más frecuentes LO/04 excluyendo non-words y stopwords 

 
 

Entrada Frecuencia 
absoluta (F) 

Frecuencia 
relativa (f) 

1. violencia 526 20,46% 

2. sexual 405 15,75% 

3. ARTÍCULO 368 14,31% 

4. víctima 317 12,33% 

5. ley 246 9,57% 

6. ser 196 7,62% 

7. derecho 179 6,96% 

8. género 171 6,65% 

9. mujer 158 6,14% 

10. orgánico 142 5,52% 

11. público 139 5,40% 

12. poder 129 5,01% 

13. estado 128 4,98% 

14. social 126 4,90% 

15. medida 124 4,82% 

16. protección 122 4,74% 

17. integral 120 4,66% 

18. servicio 120 4,66% 

19. administración 119 4,63% 

20. ámbito 115 4,47% 

21. persona 113 4,39% 

22. disposición 110 4,28% 

23. prever 109 4,24% 

24. APARTADO 98 3,81% 

25. delito 96 3,73% 

26. modificar 92 3,57% 

27. tener 92 3,57% 

28. garantizar 90 3,50% 

29. incluir 89 3,46% 

30. situación 88 3,42% 

31. TÍTULO 85 3,30% 

32. establecer 85 3,30% 

33. prevención 85 3,30% 

34. oficial 85 3,30% 
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35. formación 81 3,15% 

36. niño 81 3,15% 

37. atención 80 3,11% 

38. libertad 80 3,11% 

39. quedar 79 3,07% 

40. trabajo 75 2,91% 

41. redactar 75 2,91% 

42. menor 75 2,91% 

43. BOLETÍN 74 2,87% 

44. personal 73 2,84% 

45. asistencia 72 2,80% 

46. pena 69 2,68% 

47. seguridad 67 2,60% 

48. deber 64 2,49% 

49. información 58 2,25% 

50. cualquiera 57 2,21% 

Tabla 4 – primeras 50 entradas más frecuentes LO/22 excluyendo non-words y stopwords  

 
 

Entrada Frecuencia 
absoluta (F) 

Frecuencia 
relativa (f) 

1. essere 67 14,34% 

2. ARTICOLO 53 11,34% 

3. persona 33 7,06% 

4. ART 27 5,78% 

5. penale 26 5,56% 

6. codice 25 5,35% 

7. minorenne/ 
minore 

19 4,06% 

8. COMMA 18 3,85% 

9. SEGUENTE 17 3,64% 

10. INSERIRE 15 3,21% 

11. compiere 14 2,99% 

12. previsto 14 2,99% 

13. offeso 14 2,99% 

14. legge 13 2,78% 

15. sessuale 13 2,78% 

16. avere 13 2,78% 

17. delitto 13 2,78% 

18. fatto 12 2,56% 

19. atto 11 2,35% 

20. pena 10 2,14% 

21. commettere 9 1,92% 

22. introdurre 9 1,92% 

23. procedere 8 1,71% 

24. violenza 8 1,71% 

25. caso 7 1,49% 

26. pubblico 6 1,28% 

27. parte 6 1,28% 

28. chiunque 6 1,28% 

29. TITOLO 6 1,28% 

30. genitore 6 1,28% 

31. reato 6 1,28% 

32. procedura 5 1,07% 

33. ipotesi 5 1,07% 

34. LIBRO 5 1,07% 

35. potere 5 1,07% 

36. reclusione 5 1,07% 

37. servizio 5 1,07% 

38. indagine 4 0,85% 

39. sottoporre 4 0,85% 

40. procedimento 4 0,85% 

41. repubblica 4 0,85% 

42. colpevole 4 0,85% 

43. sedare 4 0,85% 

44. punire 4 0,85% 

45. querela 4 0,85% 

46. stato 4 0,85% 

47. diminuire 4 0,85% 

48. confronto 4 0,85% 

49. tribunale 3 0,64% 

50. riproduzione 3 0,64% 

 
Tabla 5 – primeras 50 entradas más frecuentes L/96 excluyendo non-words y stopwords 

 
 

Entrada Frequencia 
absoluta (F) 

Frecuencia 
relativa (f) 

1. essere 127 17,64% 

2. ARTICOLO 107 14,86% 

3. COMMA 82 11,39% 

4. codice 74 10,28% 

5. penale 64 8,89% 

6. SEGUENTE 64 8,89% 

7. persona 34 4,72% 

8. PAROLA 34 4,72% 

9. PRIMO 26 3,61% 

10. ART 26 3,61% 
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11. SOSTITUIRE 26 3,61% 

12. NUMERO 24 3,33% 

13. INSERIRE 22 3,06% 

14. legge 22 3,06% 

15. procedura 19 2,64% 

16. SECONDO 17 2,36% 

17. pena 16 2,22% 

18. delitto 15 2,08% 

19. fatto 14 1,94% 

20. reato 14 1,94% 

21. offeso 13 1,81% 

22. modificazione 12 1,67% 

23. previsto 12 1,67% 

24. commettere 10 1,39% 

25. pubblico 10 1,39% 

26. repubblica 10 1,39% 

27. materia 10 1,39% 

28. apportare 9 1,25% 

29. modifiche 9 1,25% 

30. minore 9 1,25% 

31. decreto 8 1,11% 

32. disposizione 8 1,11% 

33. procura 8 1,11% 

34. aumentare 8 1,11% 

35. avere 8 1,11% 

36. derivare 7 0,97% 

37. polizia 7 0,97% 

38. personale 7 0,97% 

39. aggravare 7 0,97% 

40. relazione 7 0,97% 

41. ipotesi 7 0,97% 

42. attuazione 7 0,97% 

43. LETTERA 7 0,97% 

44. danno 7 0,97% 

45. modifica 6 0,83% 

46. misura 6 0,83% 

47. destinare 6 0,83% 

48. chiunque 6 0,83% 

49. applicare 6 0,83% 

50. civile 6 0,83% 
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Tabla 6 – primeras 50 entradas más frecuentes L/19 excluyendo non-words y stopwords 

Como puede observarse, entre los primeros cincuenta lemas de las leyes españolas 
hay respectivamente un 46% y un 68% de términos relativos al tema tratado, por un 
total de 23 y 50 palabras conceptuales frente a 22 y 12 de ámbito jurídico. Al contrario, 
en las leyes italianas encontramos un 30% y un 22% de términos conceptuales frente al 
56% de palabras jurídicas (p. ej. ‘codice’, ‘penale’), que reflejan la norma como 
instrumento técnico del derecho y, asimismo, palabras vinculadas a la estructura de la 
ley (p. ej. ‘articolo’, ‘art’, ‘comma’) que dan indicio de alta actividad de referencia 
intratextual de la misma. 

El marco conceptual sugerido por los resultados confirma que la LO/04 es un 
texto en el que las medidas integrales orientadas a la reconstrucción del escenario en 
contextos de violencia de género y doméstica –incluyendo aspectos jurídicos de 
‘protección’, ‘servicios’, ‘seguridad’, ‘libertad’, ‘igualdad’, ‘asistencia’, ‘conocimiento’ y 
‘formación’ relativos a ‘mujeres’, ‘menores’ y ‘personas’2 prevalecen sobre las cuestiones 
meramente legales y procesales. 

En la LO/22 se incide en el concepto de ‘violencia sexual’ (siendo estas las dos 
entradas más frecuentes globalmente f 20,46% y f 15,75% respectivamente). Se repiten 
esquemas de lenguaje que vinculan la violencia con la negación de ‘derechos’ básicos (p. 
ej. ‘libertad’) y con la necesidad de ‘protección integral’, ‘prevención’, ‘formación’ y 
‘educación’. 

En las leyes italianas, el léxico dominante es de tipo especializado. Tanto la L/96 
como la L/19 se presentan como textos jurídicos de carácter marcadamente técnico, 
con un elevado grado de intertextualidad, detalladas explicaciones sobre aspectos 
jurídicos específicos (p. ej. All’articolo 398 del codice di procedura penale, dopo il 
comma 5 è aggiunto il seguente: “5-bis. Nel caso di indagini che riguardano ipotesi di 
reato previste dagli articoli 609-bis, 609-ter, 609-quater e 609-octies del codice penale, il 
giudice, ove fra le persone interessate all’assunzione della prova vi siano minori di anni 
sedici, con l’ordinanza di cui al comma 2, stabilisce il luogo, il tempo e le modalità 
particolari attraverso cui procedere all’incidente probatorio, quando le esigenze del 
minore lo rendono necessario od opportuno. A tal fine l’udienza può svolgersi anche in 
luogo diverso dal tribunale, avvalendosi il giudice, ove esistano, di strutture specializzate 
di assistenza o, in mancanza, presso l’abitazione dello stesso minore.”, L/96) y una 
ausencia de referencias ilustrativas o comentarios sobre el contexto sociopolítico que la 
norma busca regular. La mayoría de los términos pertenece al derecho procesal penal, 
como ‘delitto’, ‘reato’, ‘pena’, ‘commettere’, entre otros. En cambio, las escasas unidades 
léxicas de carácter conceptual se refieren de forma bastante abstracta al marco general 
de la ley. No se observa referencia explícita a ningún género específico: ambas 
normativas recurren a denominaciones neutras como ‘persona’, ‘parte (offesa)’, ‘minori’ 
o ‘chiunque’. Asimismo, se constata que en la L/96 los términos clave ‘violenza’ (f 
1,71%) y ‘sessuale’ (f 2,78%) se encuentran entre los 50 más frecuentes, mientras que 
en la L/19 estas unidades léxicas desaparecen del listado, lo que sugiere un cambio en 
el enfoque o en la priorización conceptual del texto. Esta ley, en efecto, tiene el 
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propósito de incorporar en el Código Penal una serie de nuevos delitos –difusión ilícita 
de imágenes íntimas sin consentimiento, matrimonio forzado, incumplimiento de 
órdenes de alejamiento, etc.– y agravantes de penas para delitos existentes: ‘aggravare’ y 
‘aumentare’ junto con ‘pena’, ‘delitto’, ‘fatto’, ‘reato’ resultan entre los términos más 
frecuentes. 

A diferencia de las españolas, las normas italianas no presentan un discurso 
narrativo extenso en el articulado, sino más bien enmiendas puntuales al código: su 
estructura sintáctica está formada por frases legislativas complejas que modifican 
artículos específicos –añadiendo incisos, elevando penas, etc.–, sin un desarrollo 
temático conceptual dentro del texto de la ley. 

En cuanto a la evolución temática, las leyes españolas muestran un desarrollo más 
amplio. La LO/04 comienza delimitando el fenómeno de la violencia de género en la 
pareja, pero contempla progresivamente ámbitos educativos, sanitarios, mediáticos y 
jurídicos, introduciendo derechos para las víctimas (p. ej. ‘información’, ‘asistencia’, 
‘servicio’, etc.). La LO/22, por su parte, expande el foco a ‘todas las violencias sexuales’ 
en cualquier ámbito, ‘público’, ‘digital’, ‘familiar’, y desarrolla capítulos específicos de 
‘prevención’, ‘formación’, ‘asistencia integral’, ‘protección policial’, ‘acceso a la justicia’ 
y ‘reparación’. 

En las leyes italianas la progresión temática es más limitada dentro del texto 
mismo de la ley (que principalmente lista reformas penales); sin embargo, refleja 
cambios de enfoque con el tiempo: en 1996 la temática central fue reconocer la libertad 
sexual de la persona como bien jurídico protegido, sacando el delito de violación del 
capítulo de delitos contra la moral pública; mientras que en 2019 el énfasis temático está 
en la celeridad procesal y el endurecimiento punitivo para agresores de violencia 
doméstica o sexual. 

4.3. Encuadre interactivo 

4.3.1. Emisores y destinatarios: análisis del posicionamiento 

En los textos normativos españoles, el legislador –ya sea representado por las 
Cortes Generales o por el Gobierno– proyecta una imagen de garante de derechos 
fundamentales y agente de transformación social. 

En la LO/04, concretamente, se presenta como defensor firme del principio de 
igualdad. La autoridad de la ley se legitima mediante la presentación de la lucha contra 
la violencia de género como una causa vinculada a los derechos humanos. El Estado 
asume el ejercicio del poder de coerción legítimo para intervenir en esferas 
tradicionalmente consideradas privadas como la familia o las relaciones de pareja, en 
virtud de ese conflicto estructural entre violencia contra las mujeres y dignidad humana: 
se afirma explícitamente que la violencia de género ‘no constituye un ámbito privado’, 
legitimando así la injerencia pública en asuntos domésticos. El texto transmite un tono 
de urgencia, al aludir a una ‘evidente alarma social’, y la ley se configura como una 
autoridad protectora, con un sesgo paternalista positivo. 
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En la LO/22, el emisor –un gobierno de coalición progresista– se presenta como 
portavoz del movimiento feminista, reconociendo abiertamente la influencia de las 
recientes movilizaciones sociales en la mayor visibilización de la violencia sexual, de la 
que se amplía la categorización denominativa y conceptual: ‘violencia de género’/‘por 
razón de género’, ‘violencia contra las mujeres’, ‘violencia doméstica’, ‘violencia 
machista’, ‘violencia en el seno de la pareja’, ‘violencia fuera de la pareja’, ‘violencia 
vicaria’, ‘violencia física o psíquica’, ‘violencia económica’, ‘violencia terrorista’. La ley 
incorpora también de forma explícita la ‘perspectiva de género’ y la ‘interseccionalidad’ 
como ‘principios rectores’ de las políticas públicas, lo que proyecta al legislador como 
un actor sensible a la diversidad de víctimas, incluyendo a ‘mujeres con discapacidad’, 
‘mujeres con problemas de salud mental o adicciones’, ‘migrantes o pertenecientes a 
minorías étnicas’. 

En cambio, en la legislación italiana, el legislador proyecta una imagen centrada 
en la garantía del orden público y la eficiencia del sistema judicial. En la L/96, en el seno 
de un conflicto de naturaleza conceptual entre sectores progresistas y sociedad civil, el 
legislador se posiciona como un reformador valiente, comprometido con la protección 
de la autodeterminación individual y la reparación de una injusticia histórica. La 
respuesta normativa consiste, por lo tanto, en afirmar el poder transformador del 
Parlamento para reformar el marco jurídico en favor de la protección de la persona. Sin 
embargo, esta imagen de modernización legislativa se comunica más a través del acto 
jurídico en sí que del discurso del texto, que se mantiene técnico. 

En 2019, con la aprobación de la L/19, el legislador adopta una imagen de agente 
estatal enérgico y eficaz frente a la emergencia de feminicidios y agresiones. El título 
simbólico de la ley, ‘Codice Rosso’, y las disposiciones que agilizan los procesos penales 
refuerzan una narrativa de rapidez, prioridad y urgencia institucional (Ministero della 
Giustizia, 2019). El gobierno se presenta como protector de las víctimas, mediante el 
aumento de penas y la introducción de nuevos tipos penales. Se consolida así un ethos 
de severidad, que privilegia la respuesta punitiva y la eficacia disuasoria del castigo. 

En cuanto a la representación de los destinatarios, las leyes españolas sitúan a las 
mujeres víctimas de violencia en el centro del discurso legislativo. Se reconoce 
explícitamente su sufrimiento y sus derechos. La LO/04 declara que las víctimas ‘tienen 
derecho a la reparación’, y establece una batería de medidas a su favor en los ámbitos 
jurídico, social y laboral. Por su parte, la LO/22 amplía el espectro de protección, 
incluyendo a niñas y niños como víctimas directas o indirectas, y destacando la necesidad 
de protegerles del poder patriarcal y de las violencias sexuales y machistas, tanto en el 
ámbito familiar como en otros entornos sociales. La norma también reconoce la 
situación de víctimas con vulnerabilidades interseccionales (p. ej. ‘discapacidad’, 
‘enfermedad’, ‘adicción’, ‘etnia’, ‘orientación sexual’, etc.), proyectando a los 
destinatarios como un grupo heterogéneo que requiere atención especializada. Además, 
ambas leyes interpelan a la sociedad en su conjunto como destinatario indirecto, y 
pretenden transformar patrones culturales discriminatorios; por ejemplo, la LO/22 
propone un cambio en la ‘cultura sexual’ que compromete a toda la ciudadanía. 
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Por su parte, las leyes italianas representan a las víctimas de forma más implícita 
e indirecta (p. ej. ‘persona offesa senza il suo consenso’) y técnica. En la L/96, al 
tipificarse la ‘violenza sessuale’ como delito contra la persona, se redefine a la víctima 
como sujeto que sufre una lesión a su libertad individual, no a la moral pública, 
desplazando así la centralidad del bien jurídico protegido. Aun no recurriendo al pathos, 
la ley reposiciona a la víctima –‘la persona offesa’– como titular de derechos en el centro 
del sistema de tutela penal. En la L/19, los principales destinatarios formales de las 
obligaciones son los operadores del sistema penal (p. ej. ‘polizia’, ‘magistrati’, ‘giudici’), 
a quienes se les exige actuar con celeridad y rigor. Las víctimas, referidas como ‘vittime’ 
en la exposición de motivos y como ‘persona offesa’ en el articulado, aparecen en tercera 
persona como receptoras de medidas procesales reforzadas, en el rol semántico de 
pacientes de dichas acciones. 

Los agresores, en las leyes italianas, aparecen representados de forma neutra en 
cuanto al género y solo de manera indirecta, a través de la descripción de sus conductas 
delictivas (p. ej. ‘chiunque, con violenza o minaccia, costringe una persona a contrarre 
matrimonio o unione civile è punito con la reclusione da uno a cinque anni’; ‘Alla stessa 
pena soggiace chi induce taluno a compiere o subire atti sessuali: 1) abusando delle 
condizioni di inferiorità fisica o psichica della persona offesa al momento del fatto; 2) 
traendo in inganno la persona offesa per essersi il colpevole sostituito ad altra persona.’). 
En las leyes españolas se representan de forma más explícita (p. ej. ‘agresor/es’) y 
generizada (p. ej. ‘...la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres 
sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus 
cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de 
afectividad, aun sin convivencia’). 

4.3.2. Estrategias retórico-discursivas 

En las leyes españolas analizadas se observa una marcada dimensión retórica y 
didáctica en la exposición de motivos, que carece de vinculación normativa pero en la 
que se despliegan estrategias enunciativas orientadas a la legitimación normativa 
mediante el uso combinado de ethos, pathos y logos. Así, por ejemplo, la LO/04 recurre 
al ethos constitucional al invocar la Carta Magna y esta apelación se amplifica mediante 
referencias a organismos internacionales como la ONU, la Conferencia de Beijing 
(1995), la CEDAW y diversas resoluciones europeas, consolidando un ethos de 
autoridad normativa internacional. 

El pathos se articula a través de expresiones de condena moral y emocional ante 
la violencia, calificada como ‘ataque flagrante a derechos fundamentales’ y causa de 
‘alarma social’, así como mediante el reconocimiento explícito de las luchas feministas: 
‘ya no es un delito invisible’, ‘rechazo colectivo’. Estas estrategias discursivas se 
complementan con el uso de metáforas –la violencia concebida como ‘obstáculo’ al 
desarrollo o como ‘símbolo brutal’ de la desigualdad– y con estructuras paralelísticas o 
antitéticas, como en la LO/22: ‘Las violencias sexuales no son una cuestión individual, 
sino social’; y ‘no se trata de una problemática coyuntural, sino estructural’. 
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En cuanto al logos, ambos textos estructuran sus argumentaciones mediante datos 
empíricos y una presentación de las medidas propuestas organizada por ámbitos de 
intervención (educativo, sanitario, judicial, etc.) y anticipada explícitamente en el 
preámbulo. 

En cambio, la L/96 y L/19 presentan un estilo mucho más sobrio, técnico y 
exento de retórica explícita. L/96 no incluye un preámbulo narrativo y se limita a la 
modificación de tipos penales, por lo que el ethos y el pathos deben inferirse del 
contexto político-legislativo más que del texto jurídico en sí. La exposición de motivos 
parlamentaria –no incluida en la Gazzetta Ufficiale– hacía referencia a la necesidad de 
tutelar la libertad e integridad sexual individual, rechazando una visión moralizante del 
delito. En L/19 tampoco se aprecian metáforas ni apelaciones emocionales; el texto 
legal se apoya en un ethos legalista y en una lógica procedimental que refuerza su 
carácter prescriptivo. Ejemplo de ello es la formulación imperativa de sus artículos: ‘il 
pubblico ministero entro tre giorni deve assumere informazioni dalla persona offesa’, 
que establece con claridad plazos y obligaciones, apelando al logos mediante estructuras 
discursivas directas. La introducción de nuevos delitos se realiza mediante fórmulas 
jurídicas estandarizadas: ‘Vengono introdotti i delitti di...’, ‘puniti con…’, sin elementos 
retóricos ni apelaciones explícitas al lector. En su lugar, se adopta un modelo expositivo 
neutro basado en listados de figuras penales, penas y agravantes, lo que se traduce en 
una estrategia comunicativa basada en la fuerza normativa del dato jurídico, más que en 
la persuasión emocional. 

Por último, en cuanto a las estrategias de implicación del destinatario, las leyes 
españolas adoptan un enfoque claramente inclusivo e interpelativo. Utilizan formas 
deícticas como el ‘nosotros’ en expresiones del tipo ‘nuestra sociedad’, implicando al 
lector como sujeto colectivo en la lucha contra la violencia. Además, dirigen su discurso 
explícitamente a las víctimas, otorgándoles agencia a través del reconocimiento de 
nuevos derechos y dándoles acceso a diversas formas de tutela. En cambio, las leyes 
italianas, al carecer de preámbulo explicativo en su versión oficial, no desarrollan 
dispositivos de interpelación directa al público general ni a las víctimas, sino que regulan 
de forma técnica la actuación de operadores jurídicos. Si bien el discurso político en 
torno a la L/19 recurrió a lemas como ‘tolleranza zero’ o ‘corsia preferenziale’ –análogos 
al lenguaje médico de urgencias– para captar apoyo popular, estos no se incorporaron 
en la redacción normativa, que se mantuvo en un plano discursivo jurídico y carente de 
retórica interpersonal. 

4.3.3. Análisis de sentimientos 

Con el objetivo de cerrar el encuadre interactivo y dimensionar la presencia de 
subjetividades en la construcción jurídica de los textos, se ha realizado un análisis 
automático de sentimientos y emociones de los cuatro textos seleccionados, utilizando 
herramientas avanzadas de inteligencia artificial adaptadas específicamente al discurso 
jurídico. Esta aproximación se basa en la concepción construccionista del discurso legal 
(v. par. 3) y se articula en tres niveles: léxico, sintáctico-discursivo y pragmático. 
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La exploración cuantitativa se llevó a cabo mediante un modelo de arquitectura 
GPT, cuya versatilidad permite superar la lógica dicotómica de los diccionarios 
polarizados tradicionales y adentrarse en una evaluación contextual y situada del 
discurso legal. Para ello, se diseñó un prompt específico que instruía al modelo a clasificar 
cada artículo de ley según su polaridad emocional predominante (positiva, negativa o 
neutra), integrando simultáneamente elementos léxicos, sintácticos y pragmáticos. 

A nivel léxico, se le dictó una categorización valorativa de los términos de las 
leyes, diferenciando aquellos con carga positiva –como ‘protección’, ‘igualdad’, 
‘asistencia integral’, ‘empoderamiento’– frente a aquellos marcadamente negativos –
como ‘violación’, ‘feminicidio’, ‘coacción’, ‘violencia sexual’– y una tercera categoría de 
términos neutros, mayoritariamente técnicos o procedimentales, en línea con lo que se 
obtuvo del análisis cuali-cuantitativo mediante SketchEngine. En el plano sintáctico, se 
le pidió diferenciar entre forma activa y pasiva de las oraciones, ya que se observó que 
las construcciones activas son más frecuentes en los fragmentos normativos orientados 
a la acción preventiva o al ejercicio de derechos, mientras que las formas pasivas 
predominan en la tipificación delictiva y disposiciones punitivas. Finalmente, en el nivel 
pragmático, el modelo fue instruido para identificar marcadores de empatía hacia las 
víctimas, expresiones de responsabilidad institucional, y elementos de condena ética y 
social. 

La figura 1 resume la distribución global de polaridades en los cuatro textos 
legislativos analizados; los gráficos 2, 3, 4 y 5 representan las curvas de polaridad de cada 
texto por unidad semántica.  

 
Imagen 1 – Polaridad afectiva % en la L/96, L/19, LO/04, LO/22 
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Gráfico 2 – Curvas de polaridad L/96 

 
Gráfico 3 – Curvas de polaridad L/19 

 
Gráfico 4 – Curvas de polaridad LO/04 
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Gráfico 5 – Curvas de polaridad LO/22 

Se aprecian diferencias notables en las arquitecturas afectivas de cada ley, que 
revelan modelos discursivos contrastantes y marcos ideológicos disímiles. 

L/96 presenta la curva positiva más baja e inestable. Su polaridad negativa, en 
cambio, que alcanza un 61,2%, es la más alta del corpus. La afectividad está marcada 
por un discurso jurídico eminentemente punitivo, técnico y reactivo, que se enfoca en 
la sanción penal de delitos como la violencia sexual, el estupro colectivo y el abuso de 
menores. La afectividad dominante es la de alarma pública y condena, sin articulación 
significativa de estrategias discursivas de prevención ni reparación. La polaridad positiva 
solo emerge puntualmente –por ejemplo, en el artículo 11, donde se prevén mecanismos 
de protección para menores–, y la polaridad neutra elevada refuerza el perfil 
tecnocrático del texto. Este patrón confirma que el texto opera más como código penal 
que como carta de derechos. 

L/19 revela un cambio discursivo parcial. Su curva de polaridad alterna segmentos 
altamente positivos con bloques negativos, denotando tensiones internas entre 
innovación garantista y persistencia punitiva. La primera sección de la ley contiene 
reformas urgentes al Código Penal y Procesal, cargadas de lenguaje imperativo, que 
apuntalan un tono emocional de emergencia institucional. La polaridad negativa es aquí 
estructural y se vincula a semas de control y urgencia. Sin embargo, el artículo 8 
constituye un giro discursivo central: al establecer compensaciones económicas para 
huérfanos de crímenes domésticos y redes de acogida, el texto introduce una narrativa 
de justicia reparadora y acompañamiento post-delictivo. Esta sección alcanza la 
polaridad positiva máxima. A lo largo del núcleo medio de la ley (arts. 10-17), se 
observan alternancias: medidas como los protocolos con víctimas o la formación para 
agresores refuerzan un enfoque mixto entre prevención, reinserción y penalización. 
Hacia el final, la emocionalidad decae con el retorno a dispositivos técnicos. En 
conjunto, L/19 no logra todavía consolidar una arquitectura emocional estable, pero 
introduce fragmentos discursivos donde el Estado se proyecta como garante activo de 
derechos y tutelas. 

Por su parte, LO/04 marca un punto de inflexión categórico en la narrativa legal 
española sobre violencia de género. Su curva de polaridad muestra una fuerte presencia 



1094 LAURA MARIOTTINI 

 

 

positiva (41,6%) y una negativa considerable pero secundaria (39,6%), con una neutra 
(18,8%) que actúa como base técnico-administrativa. La negatividad discursiva, que 
aparece al inicio, construye el marco de reconocimiento institucional de la violencia de 
género como fenómeno estructural, arraigado en desigualdades y discriminaciones 
sistémicas. Este léxico fuerte –“violencia brutal”, “violación de derechos humanos”– 
legitima la acción normativa como respuesta a una crisis social. Pero es en el desarrollo 
de la ley donde se despliega la arquitectura positiva: a través de dispositivos de 
prevención, educación, sensibilización, formación institucional y creación de derechos 
específicos para las mujeres víctimas. El texto no se limita a sancionar: define un sistema 
integral de garantías, servicios y derechos, promoviendo un nuevo ethos institucional. 
El uso reiterado de formas activas y términos de empoderamiento refuerza esta 
direccionalidad discursiva. 

LO/22 consolida esta trayectoria y la lleva a su expresión más depurada. Es el 
texto con mayor polaridad positiva (55,2%) y la curva más alta y uniforme. A diferencia 
de las otras leyes, la positividad no es episódica ni sectorial, sino que se extiende de 
manera sostenida desde el preámbulo hasta los artículos finales. La ley articula un marco 
de derechos subjetivos –acceso a justicia especializada, autonomía económica, vivienda, 
reparación integral– que se expresa mediante un léxico afectivo y empático. Desde el 
inicio, se define una voluntad política de reparación con enfoque interseccional. La 
curva negativa, aunque menos prominente (24,3%), cumple una función crítica al 
configurar el diagnóstico institucional del problema: el lenguaje técnico de alarma y 
visibilización del daño está presente, pero no domina. La polaridad neutra (20,5%) 
mantiene el armazón operativo del sistema. Entre los artículos 45 y 53, la curva positiva 
alcanza uno de sus picos, aludiendo a medidas orientadas al empoderamiento 
institucional, el acompañamiento personalizado y el desarrollo de garantías de no 
repetición del delito. En conjunto, la LO/22 se erige como un artefacto discursivo 
integral, que funciona no solo como código legal, sino como narrativa institucional de 
compromiso, dignificación y justicia transformadora. 

En conclusión, las curvas de polaridad no solo permiten visualizar los efectos 
afectivos del discurso jurídico, sino que evidencian las distintas concepciones del 
Estado, del derecho y de los actores sociales que habitan cada ley. Italia transita 
lentamente de un modelo reactivo (L/96) hacia uno mixto (L/19), mientras que España 
construye un continuum garantista que evoluciona de manera sostenida desde el 
reconocimiento institucional (LO/04) hasta la reparación activa y empoderadora 
(LO/22). 

5. CONCLUSIONES 

Este estudio ha intentado poner de manifiesto que la forma en la que están 
verbalizadas desde el punto de vista léxico-discursivo cuatro leyes que regulan la 
violencia de género y doméstica en España e Italia tiene mucho que ver con los objetivos 
que la ley se propone abordar. 
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Los resultados obtenidos revelan diferencias marcadas en el modo en que ambos 
países articulan sus respuestas legislativas al fenómeno de la violencia de género. España, 
en sus dos leyes analizadas (LO/04 y LO/22), adopta un enfoque integral, performativo 
y transformador. Sus textos no solo describen y sancionan, sino que también educan, 
interpelan, visibilizan e involucran a la ciudadanía. El legislador español aparece como 
un agente comprometido con la igualdad, que legitima su intervención apelando a 
principios constitucionales, marcos internacionales y demandas sociales. Esta 
orientación se traduce discursivamente en una estructura afectiva ascendente, con un 
fuerte componente reparatorio y afirmativo, especialmente visible en las curvas de 
polaridad y en la densidad léxica vinculada al ámbito de los derechos, la protección y el 
reconocimiento de las actrices sociales principales de los discursos normativos, las 
mujeres. 

En cambio, las leyes italianas (L/96 y L/19) se inscriben en una tradición 
normativa más técnica, centrada en reformas penales, con menor carga expresiva y 
conceptual. El lenguaje jurídico italiano mantiene una distancia mayor respecto al 
destinatario y a las víctimas y privilegia la función prescriptiva sobre la pedagógica. La 
dimensión afectiva de estos textos es igualmente reconocible, pero se canaliza a través 
de una lógica punitiva y de urgencia institucional más que mediante el reconocimiento 
de derechos o la construcción y visibilización de subjetividades. El análisis ha permitido 
detectar también, dentro de esta estructura más rígida, puntos de inflexión discursiva 
como el artículo 8 de la L/96 o de la L/19, donde se introducen medidas con alta carga 
reparatoria. 

Desde el punto de vista lingüístico, se constatan diferencias también en los 
patrones de diversidad léxica, redundancia y complejidad discursiva. Mientras que el 
discurso legislativo español tiende hacia una mayor expansión y reiteración –con énfasis 
retórico y didáctico–, el italiano se caracteriza por una mayor condensación técnica, con 
escasa variedad semántica fuera del marco penal. Esta divergencia responde a distintas 
tradiciones jurídicas, pero también a modelos ideológicos contrastantes: el texto español 
construye ciudadanía activa y empoderada; el texto italiano delimita con precisión 
delitos, penas y actores procesales. 

Finalmente, la incorporación del análisis de polaridad como técnica analítica 
referida a la construcción del encuadre interactivo de las leyes, ha permitido acceder a 
una capa de interpretación menos considerada en los estudios jurídicos: la dimensión 
afectiva del discurso normativo. El análisis, en este caso, no ha medido emociones sino 
afectividad, revelando estructuras discursivas profundas, horizontes normativos y 
estrategias de legitimación del poder jurídico ante un fenómeno de alta sensibilidad 
social. Desde esta perspectiva, el presente trabajo subraya la importancia de entender la 
norma como artefacto afectivo, cuyo poder no reside únicamente en su capacidad 
sancionadora, sino también –y sobre todo– en su fuerza performativa para modificar 
imaginarios, actitudes y estructuras políticas, sociales y culturales. 
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